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EJE TEMÁTICO 3: 
Aspectos de Cooperación, Institucionalidad Internacional y Alianzas Público Privadas
A la luz de los dos Ejes Temáticos anteriores, en los cuales se puso énfasis en los efectos de la corrupción sobre sobre la gobernabilidad y el desarrollo sostenible, se requiere plantear medidas para promover la cooperación hemisférica con miras a fortalecer la institucionalidad. Para ello se requiere la participación activa de los diversos actores sociales; en especial, interesa precisar cómo la colaboración estatal puede ser utilizada para expandirla y, posiblemente, desarrollar nuevas soluciones en el futuro. 

Este eje busca presentar opciones para mejorar las instituciones de lucha contra la corrupción a nivel internacional. En primer lugar, es necesario efectuar un diagnóstico de las herramientas disponibles en la región, así como otros mecanismos desarrollados por otras regiones u organismos internacionales en los que exista alguna participación de los países de nuestra región, pero que son relevantes para los temas discutidos. Algunos ejemplos de esto serían el Stolen Asset Recovery (StAR) Initiative por parte del Banco Mundial y la Oficina de las Naciones Unidas para la Droga y el Delito (UNODC), y las políticas de protección de informantes de bancos de inversión como el BID. 

El propósito final es plantear una visión general de los mecanismos y fuentes de información relevantes que se encuentran a disposición de la comunidad internacional, para evaluar cómo es que pueden ser aprovechados y mejorados con miras a la creación de objetivos de largo plazo en la lucha contra la corrupción. Esto podría lograrse a través del perfeccionamiento de los instrumentos y las herramientas existentes en la actualidad, o a través de la creación de nuevos mecanismos internacionales. A este respecto, también analizaremos las posibilidades de cooperación internacional, investigaciones conjuntas y reformas legales a la luz de experiencias exitosas, o aquellas que se relacionan con temas relevantes discutidos en los Ejes, pero aún no exploradas por la región de las Américas con suficiente énfasis. Las asociaciones estratégicas con instituciones especializadas, así como el intercambio de información específica entre los Estados es vital para construir la estrategia necesaria para combatir la corrupción tanto a nivel local como internacional.  

Por último, es importante destacar que, históricamente, la Cumbre de las Américas ha sido utilizada para desarrollar una estrategia regional sobre lucha contra la corrupción. La Convención Interamericana Contra la Corrupción (CIC) fue el primer instrumento jurídico en la materia, y luego serviría como precedente para muchos de los otros mecanismos internacionales que existen actualmente. Analizaremos, también otros mecanismos extranjeros que han desarrollado un sistema de control de la corrupción más diverso e incluso completo – cubriendo todos los aspectos, desde la integridad de los servidores públicos (aspectos tratados por el MESICIC) hasta temas específicos como el cohecho, el lavado de activos y el fraude. Este tema es especialmente relevante, dado que la evidencia indica que la corrupción se encuentra actualmente en alza en América Latina.
 
Diagnóstico del Sistema Internacional Actual

Como se mencionó arriba, la Cumbre de las Américas tiene un largo historial en materia de lucha contra la corrupción. Además de la adopción de la CIC en la primera Cumbre de 1996, la tercera Cumbre de 2001 produjo el Documento de Buenos Aires y la creación del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC). Este mecanismo, además de representar la continuación del esfuerzo combinado de nuestra región, permitió al Continente Americano contar con un sistema de cooperación internacional anticorrupción más completo. 

Ahora bien, a pesar de su importancia y relevancia, empero, también es cierto que estos mecanismos están lejos de poder dar solución a los problemas resaltados en los Ejes 1 y 2. La CIC, por ejemplo, contiene definiciones  generales para el entendimiento de actos de corrupción  y no brinda definiciones sobre los agentes que participan en los actos de corrupción sean a nivel público o privado. 

Estos mecanismos, además, no son los únicos disponibles a nivel internacional; la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC) ha sido adoptada por  183 Estados Miembros de las Naciones Unidas y  establece definiciones claras de los diversos actos de corrupción y los agentes que intervienen en éstos, incluyendo la participación del sector privado. Sus políticas y grupos de trabajo, además, ayudan a los Estados a desarrollar leyes más eficaces. Podría ser interesante que la región realicen una evaluación colectiva de los vacíos que contiene la CIC y presenten alternativas para su fortalecimiento para incorporar algunas de las definiciones más específicas de la UNCAC, con miras a establecer un sólido estándar para el continente. 

En materia de gobernabilidad democrática, tal como se mencionó en el Eje1, es importante  promover una mayor eficiencia y transparencia gubernamental a través de proyectos de alcance internacional como la Alianza para el Gobierno Abierto (AGA). De la misma forma, la Corporación Andina de Fomento (CAF) desarrolla importantes esfuerzos para examinar las cualidades y deficiencias detrás de los servicios públicos en la región de América Latina y el Caribe (LAC), tales como el Reporte de la CAF sobre Economía y Desarrollo 2015 (RED 2015). Estas iniciativas para permitir reformas legales efectivas y obtener información relevante sobre los servicios públicos deben seguir siendo promovidas por los Estados.

La comunidad internacional en su conjunto está tomando medidas en contra del delito de cohecho. Existe un creciente interés de los países del  hemisferio para participar en iniciativas que condenen dicho acto, como por ejemplo la Convención Anticohecho de la OECD. Sería importante utilizar  know-how de grupos de trabajo o expertos sobre la materia que puede ser útil para desarrollar un estándar anticohecho dentro del contexto del Continente Americano. 

Debe destacarse también que, en su conjunto, la comunidad internacional parece carecer de políticas para la protección de informantes (Whistleblowers). Sería conveniente considerar las políticas adoptadas por organizaciones internacionales como el BID, que poseen mecanismos eficientes   y son la base del estándar internacional en la materia. 

También es importante mencionar el impacto que la corrupción tiene en otros aspectos de interés internacional, como el desarrollo sostenible y las metas de la Agenda 2030, que tienen un impacto en los proyectos de inversión y crean demanda para iniciativas del sector privado. En este tema, nuevamente destacan los esfuerzos emprendidos por los bancos de desarrollo internacional, en especial el Sistema de Sanciones del BID, diseñado para combatir la corrupción de forma específica, y el Mecanismo Independiente de Consulta e Investigación (MICI), diseñado para asegurar la transparencia y observancia de derechos sociales en los proyectos del Banco. Estos mecanismos sin duda han recopilado una gran cantidad de conocimiento y experiencia dentro del contexto de la región. 

En materia de servicios financieros y relaciones con el sector privado (particularmente relevante para los proyectos de infraestructura llevados a cabo en alianza con los gobiernos), es positiva la alta participación de los gobiernos de nuestra región en el GAFILAT, que es un esfuerzo importante para discutir el impacto del lavado de activos y promover las reformas legales sobre el tema. 

Finalmente, es importante destacar algunos de los esfuerzos internacionales de lucha contra corrupción en el marco de los sistemas financieros, donde los países de América Latina han tenido una menor participación. Un ejemplo es el Proyecto StAR, una iniciativa para la investigación en materia de recuperación de activos robados que no cuenta actualmente con participación activa de países en desarrollo, a pesar de que estas investigaciones tienden a favorecerles financieramente. Una mayor participación en el Proyecto StAR también serviría para generar mayor credibilidad en las instituciones e investigaciones locales, así como para ayudar a reducir la percepción de la corrupción.   

Otras regiones, tales como la Unión Europea (UE) han llevado a cabo importantes medidas para asegurar la integridad financiera de sus sistemas – la Oficina de Integridad Financiera (comúnmente llamada OLAF), establecida en 1999, se encarga de los casos de fraude en tres maneras diferentes: combatiendo el fraude en contra de los sistemas de la UE, investigando actos de corrupción y desarrollando políticas y legislación anti-fraude. OLAF es también una oficina plenamente independiente que maneja investigaciones administrativas sobre actos específicamente relacionados al fraude dentro de la UE (no tiene, sin embargo, funciones judiciales, emitiendo únicamente recomendaciones, dejando que sean los Estados los que apliquen autónomamente sus decisiones). Además, OLAF ofrece a los Estados Miembros asesoría experta sobre cómo manejar estos temas dentro de su propia jurisdicción. Finalmente, el sistema europeo también cuenta con un Reporte Anti-Corrupción, publicado de forma bianual, que analiza los avances de cada país en materia de lucha contra la corrupción (incluyendo el cumplimiento con las recomendaciones de OLAF en casos específicos). 

Tomando como referencia otros sistemas anticorrupción, como el europeo, el MESICIC presenta aspectos que pueden mejorarse;  por ejemplo, la ausencia de una imposición efectiva de sanciones.  El MESICIC no puede imponer sanciones, no puede calificar o clasificar a los Estados que fiscaliza y se limita, en mayor parte, a promover y fortalecer la cooperación; que, aunque valiosa, resulta insuficiente para atender la verdadera complejidad de la crisis de corrupción en la región. La falta de autonomía de su Comité de Expertos, además, que no sirven en su condición personal, sino como representantes de su gobierno, es otro problema que debe ser analizado

De acuerdo con este diagnóstico, una comunidad libre de corrupción requiere la realización de los siguientes pasos:

(i) Establecer mecanismos específicos para recopilar y compartir data entre los Estados con el propósito de conocer los efectos de la corrupción en los grupos vulnerables.

(ii) Continuar trabajando en los estándares universales para una reforma legal, no sólo para combatir directamente la corrupción, sino para ofrecer mayores niveles de transparencia, mejores estándares para servidores y servicios públicos y medios eficaces de supervisión, incluyendo recopilar y compartir data sobre estos resultados. 

(iii) Establecer alianzas con organismos internacionales, el sector privado y la sociedad civil con un interés específico en resolver los asuntos discutidos en los Ejes 1 y 2 y llevar  cabo consultas para compartir data y encontrar mecanismos que faciliten su trabajo (eg: mecanismos independientes de investigación, sistemas de sanciones para investigaciones, así como otras iniciativas como el StAR, etc); 

(iv) Incentivar a los actores arriba mencionados a que recopilen y compartan data relevante – invertir en la obtención de esa data. 

(v) Uniformizar definiciones sobre los tipos penales de corrupción para ayudar a la cooperación judicial y extradición

(vi) Alianza con instituciones del sector privado y empresas que posean la tecnología para identificar transacciones financieras ilegales, tales como el lavado de activos, y negociar un incremento en el uso de estas tecnologías en el Continente Americano. 

(vii) Trabajar en base a metas de largo plazo que nuestros países puedan aspirar a cumplir en la lucha contra la corrupción. 

A fin de implementar estos pasos, recomendamos una serie de principios guía que deben ser prioritarios para las reformas legales, las alianzas y los objetivos a largo plazo. 

Mecanismos para Compartir Información: 

1. Ofrecer apoyo a los grupos vulnerables  para acceder a la información y demandar sus derechos. Esto puede tener importantes consecuencias para aumentar su calidad y reducir los efectos socio-ambientales negativos de los proyectos de inversión y de desarrollo. Sería, por lo tanto, útil que los países adopten políticas de apoyo y regularización para los grupos vulnerables incentivándolos a actuar en áreas en donde existan mayores niveles de pobreza. 

2. Incentivar la discusión entre los Estados Miembro sobre cuáles son las mejores formas de estimular la participación ciudadana y mejorar la percepción de corrupción y transparencia en cada nación. 

3. Formar alianzas y trabajar con organismos internacionales, sector privado y ONGs a fin de desarrollar una guía más eficiente y mejor reglamentada para el intercambio de información, buenas prácticas que eviten el monopolio de servicios y desarrollar mecanismos de prevención eficientes ante en los sobornos del sector privado y la corrupción en el país. 

4. Considerar una mayor participación de los Estados en el StAR Initiative y expandirla para incluir la recolección de data sobre el tema. 

Reforma Legal e Implementación: 

1. Establecer un estándar más específico para la corrupción en el Continente Americano, tipificando y definiendo prácticas prohibidas como corrupción, fraude, coerción, colusión, obstrucción y reconocer la importancia de estos estándares tanto en el sector público como el privado. La uniformización de definiciones pueden coadyuvar a la cooperación judicial y extradición en casos de corrupción. 

2. Trabajar hacia la reforma del enfoque de los servicios y servidores públicos a fin de establecer un sistema basado en la meritocracia, incentivando a las personas competentes a unirse al sector público y ofrecer servicios de mayor calidad bajo un ambiente de trabajo competitivo, con incentivos laborales y remunerativos proporcionales.

3. Desarrollar un standard internacional para la protección de informantes  (Whistleblowers) (promoviendo la utilización por parte de los Estados de la “Ley Modelo para Facilitar e Incentivar la Denuncia de  Actos de Corrupción y Proteger a sus Denunciantes y Testigos”
 adoptada en el marco del MESICIC).
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Los Estados deben trabajar en el fortalecimiento e implementación  de sus sistemas legales, asegurando una mejor transparencia y comunicación con ciudadanía e incentivando una mejor conducta de parte de las entidades que trabajan en estos proyectos. 

Alianzas 

1. Con organizaciones internacionales, en especial sus sistemas de investigación y sanción, para compartir información y data relevante obtenida de la experiencia. 

2. Con ONGs y Organizaciones de la Sociedad Civil que posean data sobre grupos vulnerables y violaciones a los derechos humanos que puedan servir como una forma de comunicación y empoderamiento de las comunidades locales. 

3. Con empresas que tengan tecnología y know-how relevante para identificar lavado de activos y otros delitos financieros. 

4. Con empresas del sector privado, especialmente aquellas que trabajan en infraestructura y otros proyectos de desarrollo que comparten un interés común en luchar contra la corrupción y contribuir a la generación de servicios de desarrollo sostenible de calidad.  

5. Con los organismos financieros multilaterales que desean contribuir al fortalecimiento de las Relaciones Bancarias Corresponsales (CBRs), con el propósito de fortalecer el comercio mundial y la inversión extranjera dentro del Continente Americano.

Metas de Largo Plazo  

1. Diseñar nuevas herramientas y nuevos sistemas para facilitar la cooperación hemisférica anticorrupción e impulsar la adopción de nuevos instrumentos jurídicos interamericanos, que podrían ser usados en casos anticorrupción. 

2. Propiciar la realización de actividades conjuntas de investigación por parte de las autoridades correspondientes de diferentes Estados, para lograr eficacia en la investigación de actos de corrupción cuya connotación trasnacional así lo requiera.
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�Transparency International, “Corruption on the rise in Latin America and the Caribbean.”, disponible en https://www.transparency.org/news/feature/corruption_on_the_rise_in_latin_america_and_the_caribbean


� http://www.oas.org/juridico/PDFs/ley_modelo_proteccion.pdf





